
 

 
 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE REFORMA EL ARTÍCULO 73 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA POR EL 

DIPUTADO VIRGILIO MENDOZA AMEZCUA E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PVEM 

Quienes suscriben, diputado Virgilio Mendoza Amezcua y diputados federales integrantes del Partido Verde 

Ecologista de México de la LXIII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y por los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a consideración de esta asamblea la presente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforma el inciso a) del numeral 5o. de la fracción XXIX del artículo 73 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de las siguientes: 

Consideraciones 

El derecho de alumbrado público (DAP) es un mecanismo de apoyo a las finanzas públicas municipales, el cual 

permite solventar altos costos por el servicio de energía eléctrica. Este derecho, es una aportación porcentual de 

pago por consumir esa energía, en caso de no existir éste los municipios de todo el país enfrentarían serios 

problemas o dificultades para satisfacer el costo de alumbrado y de energía eléctrica en todos los espacios públicos 

que son su responsabilidad. Este derecho es una fuente de ingresos muy importante para todos los Municipios en 

general, porque permite mantener y mejorar la infraestructura del alumbrado público. 

Nuestra Constitución Política, en su artículo 31, fracción IV, establece la obligación de los mexicanos de contribuir 

para los gastos públicos, tanto de la Federación como del Distrito Federal, de los Estados y de los Municipios en 

que residan de manera proporcional y equitativa en los términos que dispongan las leyes, de este dispositivo 

normativo emanan los elementos de las contribuciones que le dan legalidad a las mismas, derivándose además de la 

interpretación normativa que solamente el Congreso de la Unión y las Legislaturas locales tienen la facultad de 

crear o reformar leyes e imponer contribuciones. 

Asimismo, el artículo 115 Constitucional, en su fracción III, inciso a), establece que los Municipios tendrán a su 

cargo, entre otras funciones y servicios, el alumbrado público, en consecuencia, por la prestación de este servicio 

se requiere un pago por parte de los usuarios, el cual debe estar contemplado en las Leyes de Hacienda Municipal 

dentro del concepto de alumbrado público. 

En este contexto, la fracción IV del precepto constitucional invocado establece que los Municipios administrarán 

libremente su Hacienda, la cual se formará con los rendimientos que les pertenezcan, así como con las 

contribuciones y otros ingresos que las Legislaturas locales establezcan a su favor y, en todo caso, en el inciso c) de 

la fracción antes citada, se aprecia que en los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos municipales, 

las leyes federales no limitarán las facultades de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los 

incisos a) “De Propiedad Inmobiliaria” y c) “Derivados de los Servicios Públicos”. 

Hoy nos encontramos que la mayoría de los Ayuntamientos de la República Mexicana en su responsabilidad legal 

de prestar el servicio público de calidad concerniente al DAP en aquellas colonias de sus mismos territorios que no 

se encuentran municipalizadas lo ejercen como una necesidad histórica que han tratado de resolver 

comprometiéndose a no eludir el llevar alumbrado público a toda la población. Sin embargo, al no estar 

municipalizados los fraccionamientos, los fraccionadores son quienes deben hacerse responsables del alumbrado 

público y en muchos casos eluden esa responsabilidad. 

Con la anterior queremos decir que los fraccionadores se lavan las manos y mandan a los colonos a quejarse a los 

Ayuntamientos, cuando en realidad los principales culpables de que no exista alumbrado público son los mismos 



 

 
 

fraccionadores, quienes abandonan a los colonos emigrando a otros estados o desapareciendo de la entidad 

federativa donde construyeron dicho fraccionamiento. Entonces, cuando las colonias no municipalizadas no 

cuentan con alumbrado público los Ayuntamientos ejercen la labor de otorgar el servicio por disposición legal, 

cobrándose el Derecho por Alumbrado Público (DAP), lo cual se considera recíproco, además de ser un asunto de 

sensibilidad social y de seguridad. 

Existen diversos antecedentes de propuestas de reformas constitucionales presentadas a fin de que los 

Ayuntamientos no se encuentren impedidos para cobrar contribuciones especiales en materia de energía eléctrica, 

lo cual actualmente es considera como facultad exclusiva de la Federación. Entre estas propuestas destaca la 

presentada el 29 de septiembre del año 2004, durante la LIX Legislatura, basándose en una propuesta hecha por 

Regidores y Síndicos de la mayoría de los Ayuntamientos del Estado Libre y Soberano de Colima, con proyecto de 

Decreto que adiciona un párrafo al inciso a), numeral 5o. de la fracción XXIX del artículo 73 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual fue turnada a las Comisiones de Puntos Constitucionales y de 

Fortalecimiento al Federalismo, sin que se haya procedido al análisis y dictaminación respectiva. 

El que los ayuntamientos del país no cobren el derecho de alumbrado público lesiona gravemente la recaudación 

municipal y la falta de recursos genera dificultades para que en muchos sectores y espacios públicos exista 

alumbrado público (parques, jardines, plazas públicas etcétera). Para evitar este déficit, los Municipios, a través de 

la Comisión Federal de Electricidad, cobran un porcentaje sobre el consumo total de energía eléctrica, con la 

finalidad de no dejar en penumbras los espacios públicos de las diferentes comunas del país, a fin de no generar 

con ello inseguridad pública. 

El cobro del derecho de alumbrado público es un ingreso que tienen los Municipios del país autorizado por las 

Legislaturas locales para el pago del alumbrado público, y éste es a su vez un servicio que prestan los 

Ayuntamientos por mandato del artículo 115 de la Constitución Federal y con la cantidad que paga la población 

por concepto del DAP, se paga el alumbrado público. Si los ayuntamientos no cobraran el DAP tendrían problemas 

financieros, por eso es necesario esta adición al artículo 73 Constitucional para establecer como causa de excepción 

el cobro del servicio del alumbrado público, con la finalidad de que los Ayuntamientos del país no incurran en 

actos contrarios a lo dispuesto por la Constitución. 

En virtud de lo anterior, el que suscribe la presente iniciativa lo hace con la responsabilidad social y en razón del 

riesgo constante que corren los ayuntamientos del país de tener que restituir a los particulares o empresas los pagos 

que hayan efectuado por concepto del derecho de alumbrado público, situación que arruinaría la Hacienda pública 

municipal y las finanzas de todos los ayuntamientos del país, ya que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

determinado en diversas ejecutorias la inconstitucionalidad del cobro que realizan por el concepto del derecho de 

alumbrado público los Ayuntamientos a través de la Comisión Federal de Electricidad, cuando en Colima se 

estableció la posibilidad de cobrar hasta un diez por ciento del consumo que realiza el usuario, apareciendo la 

cantidad en el recibo correspondiente, contemplándose la tarifa por este concepto en la ley de Hacienda municipal. 

En virtud de lo aquí expuesto y fundado, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea, el siguiente 

proyecto de 

Decreto por el que se reforma el inciso a) del numeral 5o. de la fracción XXIX del artículo 73 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Único. Se reforma el inciso a) del numeral 5o. de la fracción XXIX del artículo 73 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 



 

 
 

I. a XXVIII. (...) 

XXIX. Para establecer contribuciones: 

1o. a 4o. (...) 

5o. Especiales sobre: 

a) Energía eléctrica. Excepto los cobros que establecen las Legislaturas Locales en favor de los Ayuntamientos 

para que recauden a través de sus Tesorerías el Derecho de Alumbrado Público; 

b) a g) (...) 

(...) 

XXIX-A. a XXXI. (...) 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 31 días del mes de octubre de 2017. 

Diputados: Jesús Sesma Suárez (rúbrica), Virgilio Mendoza Amezcua, Arturo Álvarez Angli, Jorge Álvarez López, Rosa Alicia Álvarez Piñones, José 

Antonio Arévalo González, Alma Lucía Arzaluz Alonso, María Ávila Serna, Omar Noé Bernardino Vargas, Paloma Canales Suárez, Jesús Ricardo 

Canavati Tafich, Juan Manuel Celis Aguirre, Lorena Corona Valdés, José Alberto Couttolenc Buentello, Sharon María Teresa Cuenca Ayala, Daniela de 

los Santos Torres, Andrés Fernández del Valle Laisequilla, Evelyng Soraya Flores Carranza, José de Jesús Galindo Rosas, Jorgina Gaxiola Lezama, Sofía 

González Torres, Yaret Adriana Guevara Jiménez, Leonardo Rafael Guirao Aguilar, Javier Octavio Herrera Borunda, Jesús Gerardo Izquierdo Rojas, Lía 

Limón García, Nancy López Ruiz, Uberly López Roblero, Mario Machuca Sánchez, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Cándido Ochoa Rojas, Emilio 

Enrique Salazar Farías, José Refugio Sandoval Rodríguez, Adriana Sarur Torre, Miguel Ángel Sedas Castro, Edgar Spinoso Carrera, Wendolin Toledo 
Aceves, Francisco Alberto Torres Rivas, Claudia Villanueva Huerta, Enrique Zamora Morlet. 


